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    Cinco grandes compañías eléctricas poseen la mayor parte de la capacidad instalada y de la energía que se produce en España, a la vez que controlan la totalidad de las redes de distribución y la mayor parte de la electricidad que se vende a los consumidores. Forman un oligopolio, pues, que domina tanto los mercados eléctricos (mayorista y minorista) como los sucesivos segmentos (producción, distribución y comercialización) que componen el sistema eléctrico. Controlan un negocio de colosales dimensiones que les reporta grandes beneficios, garantizados por el Estado y financiados por los consumidores.


    La posición de poder que detentan es, en consecuencia, un factor determinante para calibrar las posibilidades y los límites del curso que pueda seguir una transición energética ya impostergable. Ante esta tesitura, El oligopolio que domina el sistema eléctrico aporta una reflexión crítica sobre lo que ha venido ocurriendo en el sistema eléctrico, una condición previa e ineludible para explicar sus características actuales y afrontar, con serenidad y madurez, el debate sobre qué transición, con qué prioridades y con qué actores llevar a cabo la transformación del sistema. Una transición en la que entran en juego desafíos vitales para toda la sociedad, tales como garantizar el suministro de un producto fundamental, evitar los precios abusivos y contribuir a un drástico descenso de la emisión de gases de efecto invernadero.


    Enrique Palazuelos, catedrático de Economía Aplicada de la Universidad Complutense de Madrid hasta su jubilación, ha publicado a lo largo de su extensa trayectoria académica numerosos libros y artículos sobre crecimiento económico, mercados financieros internacionales y economía de la energía.


    Entre sus últimas obras publicadas en Ediciones Akal cabe reseñar títulos como Cuando el futuro parecía mejor. Auge, hitos y ocaso de los partidos obreros en Europa (2018), Economía Política Mundial (dir., 2015) o El petróleo y el gas en la geoestrategia mundial (dir., 2009).
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    El poder es el mismo anciano de siempre.


    (Alejandro Gándara, Últimas noticias de nuestro mundo, 2001)

  


  
    Introducción general


    «Transición energética» es un término que se repite con insistencia en documentos, artículos, declaraciones oficiales y cuantos textos abordan la situación y los desafíos energéticos que afrontan las sociedades actuales. El grado de precisión con que se utiliza ese término es diverso, pero existe un denominador común que nace del vínculo entre la política energética y la lucha contra el calentamiento global del planeta, y tiene en el sistema eléctrico su principal campo de transformación. En él convergen los eslabones centrales de esa transición: la apuesta por las energías renovables, el cierre de las plantas térmicas –grandes emisoras de gases de efecto invernadero–, la mayor eficiencia en el uso de la energía, la electrificación del parque de vehículos y de otras actividades que son grandes consumidoras de hidrocarburos, y el cierre paulatino de las plantas nucleares.


    Desde hace más de una década, en el ámbito de la Unión Europea se debaten los objetivos que se deben lograr en el horizonte de 2030-2050 para culminar la transición energética. Con tal propósito, se han ido fijando metas intermedias que tendrán que ir cumpliéndose para alcanzar un futuro energético libre de emisiones de gases de efecto invernadero. La pretensión es que, además de ser más eficiente y de favorecer el bienestar social, elimine los mayores focos contaminantes que provocan el calentamiento global. En ese sentido, por elevación, ciertos planteamientos prefieren referirse a la «transición ecológica» para destacar la relación que existe entre los eslabones citados y el entorno natural en el que se desenvuelve la sociedad. Se consideran así los factores concernientes al proceso económico y a la organización social que también inciden en el cambio climático y que provocan otras agresiones a la biofísica del planeta, a través del sistema de transporte, los hábitos de consumo, la gestión de los residuos y las actividades productivas de la industria, la pesca, la agricultura y la construcción, asociadas a la necesidad de preservación del entorno natural. Surge, por tanto, un engranaje común que articula la transición eléctrica, energética y ecológica.


    Sin embargo, sin restar un ápice de importancia a la casi unanimidad con la que organismos de todo tipo se adhieren a los objetivos de la transición energética y sin minimizar la relevancia de las metas establecidas por los órganos europeos, el paso del tiempo desvela también la singular relevancia que tiene la ausencia de un factor decisivo que no figura ni en su argumentación ni en los objetivos de esos organismos: la necesidad de modificar el marco institucional en el que se desenvuelven los actores implicados en la producción, el comercio y el consumo de energía. Siendo el sistema eléctrico la pieza cardinal de esa transición, esa ausencia se concreta en la clamorosa omisión acerca de las implicaciones negativas que se derivan de la estructura oligopólica que domina la generación-transmisión-comercialización de la energía eléctrica en cada país europeo y en el conjunto de la Unión Europea.


    Un pequeño grupo de grandes compañías eléctricas mantiene posiciones de poder en los mercados mayoristas y minoristas porque posee la mayor parte de la capacidad instalada, de la energía producida, de las redes de distribución y de la venta final de electricidad. En España existe un tripolio dominante formado por Iberdrola, Endesa y Gas Natural Fenosa (ahora llamada Naturgy), al que se suman otras dos compañías medianas, EDP y Viesgo (ahora Repsol que compró sus activos), de manera que las cinco concentran el 70% de la producción, casi el 100% de la red de distribución y el 90% de las ventas finales.


    Desde los últimos años del siglo XX, la Comisión Europea ha impulsado un proceso de liberalización del sector eléctrico que aún ha sido más intenso en España. Uno de sus objetivos declarados era estimular la competencia entre las empresas eléctricas; sin embargo, veinte años después resulta evidente que los mercados eléctricos están dominados por grupos oligopólicos, a pesar de lo cual los organismos europeos mantienen el mismo discurso. Ante esa realidad, afloran tres interrogantes consecutivos: qué viabilidad tiene una transición eléctrico-energética basada en esas estructuras dominantes; qué características puede tener una transición gobernada por oligopolios; y qué consecuencias pueden deparar las metas fijadas desde unos órganos europeos que ignoran la posición de poder de los grupos oligopólicos.


    Estos interrogantes constituyen el meollo fundamental de este trabajo, dedicado en primera instancia a exponer el proceso que ha conducido a la situación actual, en la que el sistema eléctrico está dominado por un «tripolio extensivo». La estricta posición de poder que ejercen las cinco compañías mencionadas se convierte en un factor determinante de las posibilidades y de los límites de la transición eléctrico-energética. Una posición de poder que sólo puede tener contrapeso si los poderes públicos recuperan las funciones perdidas décadas atrás y diseñan una estrategia de transformación guiada por objetivos económicos, sociales y ecológicos que permitan conseguir la mejor transición posible.


    Por consiguiente, las características que adopte la transición eléctrica dependerán fundamentalmente del acierto con que se fije y se aplique esa estrategia, lo cual inevitablemente tendrá que ir acompañado de la solvencia con la que los poderes públicos (parlamento, gobierno, reguladores del mercado, garantes de la competencia) entablen una negociación «disputada» con las grandes compañías para que prevalezcan los intereses democráticos de la mayoría de la sociedad. Adicionalmente, la transformación del sistema eléctrico adquiere una dimensión superlativa cuando se considera su íntima conexión con otros dos grandes desafíos: de un lado, los retos tecnológicos pendientes en torno a los nuevos materiales y equipos, las aplicaciones digitalizadas, el almacenamiento de electricidad a gran escala y los vehículos eléctricos; de otro lado, las pugnas geopolíticas en torno al control de esas tecnologías y al cumplimiento de los objetivos con los que afrontar la gravedad que alcanza el calentamiento global del planeta.


    Considerando esa suma de desafíos es como mejor cabe evaluar las posibles consecuencias que pueden tener las metas planteadas por la Unión Europea al proponer una transición amnésica con respecto a las estructuras de poder (eléctrico, tecnológico, geopolítico). En broma podría denominarse el «fenómeno Cañete», en alusión a Miguel Díaz Cañete, que fue ministro de Agricultura y Medio Ambiente en dos gobiernos del Partido Popular y que desde 2014 hasta 2019 ha ejercido como comisario de Acción por el Clima y Energía en la Comisión Europea. Tal fenómeno expresa dos paradojas. La primera es que los órganos europeos que impulsan la transición energética estén gobernados fundamentalmente por líderes liberal-conservadores cuyos partidos nacionales están vinculados a los grandes poderes económicos y que, salvo escasas excepciones, no apuestan precisamente por un cambio energético radical. Buen ejemplo de ello fue la política energética y ambiental que llevó a cabo el PP, claramente situada en las antípodas de los objetivos requeridos por la transición energética. Sin embargo, una vez nombrado comisario europeo, Díaz Cañete se convirtió en el máximo responsable de impulsar las metas fijadas por el Parlamento y la Comisión Europea. La segunda paradoja surge al constatar que muchos partidos de izquierda y organizaciones ecologistas toman esas metas de la UE como referencia para sus propias propuestas, limitándose en muchos casos a proponer objetivos numéricos aún más ambiciosos y plazos de cumplimiento más cortos.


    Por supuesto, contar con esa política europea es un buen antídoto de partida frente a quienes por ignorancia o por interés restan importancia a la gravedad de las amenazas pronosticadas por los científicos si no se altera de forma rápida y contundente el rumbo que lleva el calentamiento global del planeta. Igualmente, esa política europea es un apoyo considerable frente a quienes minusvaloran las posibilidades de desarrollo que tienen las energías renovables y su extraordinaria relevancia en el impulso de la transición energética. En ese sentido, hay que destacar el interés que tienen las proyecciones hechas para un horizonte de varias décadas, si bien sería un craso error otorgarles patente de cuasicertidumbre, más aún cuando se trata de estimaciones que habrán de alcanzarse siguiendo una trayectoria con sucesivas metas parciales, algunas de las cuales no se han ido cumpliendo en fechas ya consumadas.


    En ese sentido, tanto las propuestas como la actitud de los órganos europeos pueden derivar en debates sesgados que, en lugar de aclarar, enturbien la ruta de los desafíos pendientes con los que encauzar una transición que sea viable y ventajosa para la mayoría social. La lucha contra el cambio climático y el impulso de la mejor transición posible no se defienden mediante el ejercicio de un apostólico ahínco basado en formular pronósticos apocalípticos con fechas fatídicas, ni en proponer alternativas inviables, plazos inalcanzables y medidas unilaterales. Una posición que obliga a recordar el consejo que daba aquel personaje persa ideado por Montesquieu (Cartas persas) en su recorrido por tierras europeas. Al constatar que los obispos católicos propugnaban demasiadas exigencias dogmáticas –que ellos mismos no cumplían–, pensaba que sería mejor disponer de menos exigencias, pero que se cumplieran de verdad.


    Tal vez por eso mismo tiene sentido llamar la atención acerca de los numerosos debates sobre cifras y fechas que tienen lugar en el seno de los organismos europeos, siempre huérfanos de tres requisitos que parecen fundamentales. Primero, las instituciones europeas (parlamento, consejo, comisión, comisarías) tendrían que comportarse como órganos de poder político y, como tal, disponerse a negociar con otros poderes, como son los gobiernos de EEUU, Brasil, entre otros, que ignoran o rechazan los acuerdos para frenar el calentamiento global, o bien aquellos otros, como el de China, que los supeditan estrictamente a sus dinámicas nacionales. Lo mismo sucede con las grandes empresas petroleras, eléctricas y automovilísticas, entre otras, que tampoco se comprometen con las metas propuestas, sin que los órganos políticos europeos se muestren dispuestos a entablar negociaciones tendentes a que se cumplan los objetivos fijados. El segundo requisito que se echa en falta es la escasa disponibilidad de instrumentos eficaces para que los actores europeos implicados (gobiernos, empresas y otras instancias) cumplan efectivamente con esos objetivos en los sucesivos plazos establecidos. El tercer requisito que brilla por su ausencia es la incorporación de los cambios institucionales con los que garantizar que las metas propuestas no se adecuen a la horma que interesa a los grupos oligopólicos, sino que hagan posible una merma efectiva de su poder de mercado como condición indispensable para que la transición responda a los intereses mayoritarios de las sociedades europeas.


    Si las instituciones europeas y los gobiernos nacionales no incorporan esos requisitos, el proceso de transformación del sistema eléctrico puede resultar seriamente dañado. Peor aún, podría derivar hacia derroteros indeseables si las premuras voluntaristas por lograr algunos objetivos a escala nacional (hegemonía de las tecnologías renovables, niveles de reducción de emisiones contaminantes u otros) resultaran propósitos fallidos merced a que hubieran quedado aislados de otros objetivos igualmente importantes y/o merced a la carencia de instrumentos eficaces con los que lograrlos. Como señalaba Montaigne, «los excesos de la virtud pueden llegar a ser más dañinos que los defectos de los vicios». En ese sentido, la insistencia en el (imprescindible) desarrollo de las tecnologías renovables no puede plantearse sin establecer las condiciones precisas que hagan viable el gran volumen de inversiones que se requiere, además de otras condiciones que se analizan a lo largo del trabajo. Lo cual plantea la necesidad de modificar el funcionamiento del mercado mayorista y de establecer un marco regulador que limite el dominio que ejercen las compañías que forman el oligopolio eléctrico.


    El diseño de la transición eléctrica está obligado a formular estimaciones debidamente argumentadas y respaldadas por medidas eficaces acerca del comportamiento de la demanda eléctrica prevista y de las posibilidades de desarrollo de las tecnologías con la que abastecerla, fijando pronósticos que sean creíbles y que se sometan a sucesivos contrastes y revisiones. Ese cruce de previsiones sobre el tamaño y el perfil de la demanda y sobre la composición del mix de oferta constituye el arco de bóveda que soporta un conjunto de decisiones cruciales acerca del ritmo, las condiciones y el volumen de las inversiones con las que potenciar las tecnologías renovables, mantener otras y prescindir de aquellas (térmicas de carbón y nucleares) que caminan hacia su desaparición. Ahí se inscriben también los cambios a introducir en el mercado mayorista, la reorganización de las redes de transmisión y del segmento de comercialización, junto con la revisión de los criterios para fijar los peajes y cargas que se trasladan a los consumidores finales. En caso contrario, si estas cuestiones fundamentales no se modifican en la dirección conveniente, aumentarán las posibilidades de que el mix eléctrico siga reflejando una mala asignación entre las tecnologías generadoras, unos precios exagerados y mal determinados, y la persistencia de privilegios que favorecen a las grandes compañías.


    Por consiguiente, alrededor de la transformación del sistema eléctrico entran en juego cuestiones vitales para toda la sociedad que dilucidan cómo garantizar el suministro de un producto fundamental y cómo contribuir a un drástico descenso de la emisión de gases de efecto invernadero a través de dos procesos simultáneos: la desaparición de la generación eléctrica de origen térmico, en primer término, las plantas que utilizan carbón, y la creciente electrificación del transporte motorizado y otras actividades que consumen hidrocarburos altamente contaminantes. Se trata de transformar un sistema eléctrico que en términos económicos constituye un colosal negocio que cada año mueve en España unos 40 mil millones de euros y que proporciona al tripolio (Iberdrola, Endesa, Naturgy) un beneficio conjunto superior a 2 mil millones de euros.


    Siendo así, el propósito central que guía este trabajo es proporcionar una visión de conjunto del entramado tecnológico-productivo e institucional que caracteriza al sistema eléctrico. Sólo desde el conocimiento de las principales piezas que articulan este sistema se puede disponer de criterios válidos con los que evaluar la situación actual, debatir sobre los cambios pendientes y pronunciarse sobre las posibles alternativas para llevar a cabo su transformación. Tres décadas después de que se iniciara la privatización de compañías públicas y dos décadas desde que arreciaran las medidas liberalizadoras impulsadas por las instituciones europeas y profundizadas por los sucesivos gobiernos españoles, resulta perentorio explicar por qué el funcionamiento del sistema eléctrico español tiene poco que ver con las promesas de competencia, eficiencia y moderación de los precios. La evidencia muestra una realidad que camina en dirección contraria: fuerte concentración empresarial, precios exagerados, deficiente asignación de las tecnologías eléctricas y proliferación de situaciones ventajosas para las grandes compañías.


    El abandono de muchas de sus responsabilidades por parte del Estado ha configurado un sucedáneo de competencia, un «como si» pareciera que hubiera competencia entre empresas, entre tecnologías eléctricas y entre plantas generadoras, cuando la realidad muestra que el tripolio extensivo controla la mayor parte de las plantas y de las tecnologías generadoras de electricidad, además de las redes de distribución y casi toda la comercialización final. Un «como si» esa realidad oligopólica no tuviera por qué afectar al precio fijado en el mercado mayorista y a los precios finales que pagan los consumidores. Un «como si» que da lugar a que el sistema eléctrico se asemeje al juego del «Monopoly» en el que la apariencia de cómo actúan los jugadores es completamente ajena a lo que sucede en una realidad en la que el tripolio extensivo puede llevar a cabo un negocio muy lucrativo.


    El análisis que se vertebra a lo largo del trabajo pretende aportar una reflexión sobre lo que ha venido ocurriendo en el sistema eléctrico, como condición imprescindible para explicar sus características actuales y para afrontar el debate sobre qué transición, con qué prioridades y con qué actores cabe llevar a cabo la transformación del sistema. El texto se posiciona inequívocamente a favor de una transición que conduzca a la hegemonía de las tecnologías renovables en el mix de oferta, a elevar la eficiencia de los consumos eléctricos y a incrementar la electrificación del transporte terrestre y de otros ámbitos, con el consiguiente descenso drástico de las emisiones de gases de efecto invernadero. Logros que precisan de una modificación profunda del entramado eléctrico en cada uno de los segmentos: generación, transporte, distribución y comercialización. El texto pretende contribuir al debate sobre una transición comprometida en la lucha contra el calentamiento global a la vez que con la merma del dominio que ejerce el oligopolio eléctrico, planteando la necesidad de una transición disputada en la que los poderes públicos hagan valer su representatividad democrática y el apoyo social para garantizar una dirección estratégica de los cambios que están pendientes en el sistema eléctrico.


    El trabajo está dividido en dos partes en las que se explica la posición de poder del oligopolio eléctrico desde dos perspectivas complementarias. La primera consta de cuatro capítulos y analiza el dominio de las grandes compañías desde el punto de vista de las diferentes tecnologías con las que se genera la electricidad. La segunda consta de otros cuatro capítulos y analiza ese dominio desde el punto de vista de los segmentos y los mercados que componen el sistema eléctrico. Completan el trabajo un capítulo introductorio y otro final.


    El primer capítulo plantea tres premisas básicas para el análisis posterior: los fundamentos de cualquier estructura oligopólica, las características singulares de la electricidad como producto y los imperativos que se derivan del calentamiento global. Los cuatro capítulos de la primera parte se dedican a examinar las distintas tecnologías con las que se genera la energía eléctrica en España, tanto las que van camino de su ocaso histórico (térmicas de carbón y fuel; nuclear), que seguirán cumpliendo una función complementaria (ciclo combinado, cogeneración basada en gas natural, hidráulica), como las que irán convirtiéndose en hegemónicas dentro del mix eléctrico (eólica, fotovoltaica y otras renovables). Los cuatro capítulos de la segunda parte exponen cómo funciona el oligopolio eléctrico español, considerando la importancia que han ido teniendo las intervenciones normativas acordadas en los órganos europeos y las específicamente españolas, detallando el control que el tripolio extensivo ejerce a lo largo de los segmentos de producción, distribución y venta final, explicando su posición de poder en un mercado mayorista hecho a su medida y mostrando cómo esa posición de poder se extiende también al ámbito de los peajes y cargas reguladas que se trasladan al precio final que pagan los consumidores. Por último, el capítulo final presenta un conjunto de consideraciones y propuestas acerca de la estrategia a seguir para transformar el sistema eléctrico.


    Una vez avanzado el contenido general del trabajo es conveniente advertir de una limitación de partida. Salvo alusiones puntuales, el texto no aborda otros temas relacionados con el sistema eléctrico que pertenecen al ámbito general de la economía, sea desde el punto de vista de la estrategia productiva, la dinámica de crecimiento o la aplicación de medidas de política económica. Ejemplos notorios de esa omisión son la ausencia de tratamientos específicos de cuestiones como la fiscalidad, la incidencia de las tecnologías renovables en el empleo y la producción de la economía, o bien la relación entre los cambios tecnológicos implicados en la transición eléctrica (generación, almacenamiento, conectividad de redes) y la modificación de la estructura productiva y de la inserción exterior de la economía española. Tampoco se detiene a analizar cuestiones generales sobre energía que trascienden al sistema eléctrico. Todos ellos son temas complejos que requerirían un análisis extenso y detallado que escapa a las pretensiones de este trabajo, centrado en lo que sucede en «el interior» del sistema eléctrico.


    Desde un punto de vista personal, mi relación con las cuestiones eléctricas y energéticas ha transcurrido por varias fases en cada una de las cuales ha predominado una faceta distinta. Mi primera aproximación se produjo a mediados de los años setenta, y en ella predominó el carácter político y reivindicativo contra el último plan energético aprobado por el franquismo, que pretendió construir un gran número de centrales nucleares. Aquella disparatada decisión, sólo en parte corregida por los gobiernos de UCD que pilotaron la transición política, provocó numerosos movimientos de protesta en el curso de los cuales tuve ocasión de entrar en contacto con algunos de los líderes pioneros del ecologismo en nuestro país, como Mario Gaviria y Pedro Costa, así como con científicos e intelectuales, como Ángel Pestaña y Artemio Precioso, cuya lucidez y consistencia argumental me aportaron un primer bagaje de conocimientos sobre el funcionamiento del sistema energético. Como derivaciones posteriores, representando al Partido del Trabajo de España en 1978 participé como ponente en un congreso internacional de organizaciones contrarias a la nuclearización celebrado en Milán y, al año siguiente, lo hice en la sesión inaugural del curso académico de la Escuela de Ingenieros de Caminos de Madrid dedicada a la reforma del sistema energético.


    La segunda aproximación fue más sistemática y tuvo carácter profesional, ejerciendo como economista. Desde finales de los ochenta hasta mediados de los noventa participé en varios proyectos financiados por la Dirección General de Energía de las Comunidades Europeas. Como integrante de un equipo creado por el Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE) formé parte de dos proyectos elaborados conjuntamente con equipos similares de otros países europeos. En 1989 participamos en el proyecto «Promotion and Development of Energy Cooperation between EC and Non-EC Countries in the Mediterranean Basin» y en 1994 lo hicimos en «Global Energy Saving Strategy for Ukraine», formando parte del programa Technical Assistance to the Commonwealth of Independent States (TACIS). A la vez, como investigador del Instituto de Europa Oriental de la Universidad Complutense, en 1991 elaboré para aquella dirección general europea un primer informe sobre «The Situation in the Energy Sector of the Russian Federation. Cooperation between European Community and the Russian Federation» y dentro del programa TACIS, en 1993, otro sobre «Energy Assessment in the Former Soviet Union». Durante aquellos años publiqué diversos artículos y capítulos de libros surgidos como productos derivados de esos proyectos europeos.


    El tercer abordaje, una década después, tuvo un cariz estrictamente académico, como director del grupo de investigación «Economía Política de la Mundialización», de la Universidad Complutense de Madrid. El proyecto «Análisis de las grandes regiones deficitarias en energía. Consecuencias económicas e implicaciones geoestratégicas» dio origen al libro colectivo, publicado bajo mi dirección, El petróleo y el gas en la geoestrategia mundial y a sucesivos artículos que, de forma individual o con otros autores, se publicaron en distintas revistas españolas y extranjeras. Después, el proyecto «Las grandes empresas europeas de petróleo y gas en el abastecimiento externo de la UE: Estrategias cooperativas de la UE con Rusia-Caspio y África», dirigido por mi colega Rafael Fernández, dio lugar a otra tanda de artículos individuales o en coautoría con Rafael y con Clara García, que fueron publicados en revistas de referencia como Energy Policy, Review of International Studies (U. Cambridge), Futures, Asia-Pacific Viewpoint y otras.


    Una vez jubilado de mis actividades universitarias, hace año y medio decidí dedicar una parte de mi tiempo a indagar en las características del sistema eléctrico español. Un tema que había suscitado mi interés desde los tiempos en los que el cuestionamiento de los delirios nucleares franquistas inducía a preguntarse sobre las posibles alternativas con las que generar la energía eléctrica. Interés acrecentado en los últimos años ante las numerosas evidencias de que el término «transición energética» corre el peligro de convertirse en un cliché lampedusiano que alude a la necesidad de introducir muchos cambios, pero sin que cambie la matriz del sistema eléctrico, es decir, el poder de las compañías que forman el oligopolio. Ante ello, mi reacción es similar a la del personaje de Richard Ford: «Decir que algo está fundado en una mentira no es afirmar nada realmente importante […] estoy mucho más interesado en cómo esas mentiras enraízan» (Canadá, p. 450).


    Para concluir, deseo expresar mi agradecimiento a cuantas personas a lo largo de los años han ido aportándome los conocimientos, ciertamente muy diversos, que se precisan para comprender cómo funciona el sistema eléctrico. La formación académica que se nos proporciona a los economistas no suele tener relación con los procesos tecnológicos y tampoco con los entramados institucionales, por lo que, en mi caso, el grado de conocimiento que he adquirido sobre esos aspectos tecnológicos e institucionales se lo debo a las muchas lecturas que he realizado a lo largo de los años, pero sobre todo a los ingenieros y otros profesionales especializados con los que pude colaborar cuando trabajé con el Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía y con varios institutos rusos. Ellos tuvieron la paciencia y la generosidad de dedicar su tiempo a explicarme cuestiones técnicas, organizativas y de otro tipo, que ahora he podido utilizar para confeccionar este trabajo.


    En la fase final de su elaboración, cuando disponía de un borrador bastante avanzado del libro, he contado por la ayuda de varios especialistas que amablemente me han brindado sus conocimientos, comentando con concienzudo detalle sus opiniones críticas sobre un borrador y varios de ellos prestándome un tiempo adicional para conversar directamente sobre ciertos aspectos de su contenido. De manera particular, mi agradecimiento es máximo con José Donoso, director general de la Unión Española Fotovoltaica, la organización que agrupa a las empresas de dicho sector; con Jorge Aragón, miembro del Consejo Económico-Social y de la Comisión de Expertos sobre la transición energética que presentó su informe en la primavera de 2018; con Luis Ciro Pérez, especialista en temas energéticos del IDAE; con Marta Victoria y con Cristóbal Gallego, ingenieros especializados en energía solar y eólica, y autores de numerosos trabajos publicados por el Observatorio Crítico de la Energía; Cristóbal también formó parte de la mencionada Comisión de Expertos sobre la Transición Energética. Rafael Fernández, profesor de Economía Mundial en la Universidad Complutense, con quien me une una larga trayectoria académica y numerosos trabajos conjuntos, me hizo varias observaciones que también he incorporado. María Jesús Vara realizó una última lectura del texto, intentando aliviar mi propensión hacia los párrafos densos y otros defectos ya difíciles de superar a estas alturas. Todos ellos fueron generosos en su esfuerzo y me brindaron su valioso apoyo. De los errores, deslices y demás fallos que encuentre el lector, únicamente yo soy el responsable.


    Julio de 2019

  


  
    1. Tres premisas de partida


    Rastreando por la abundante bibliografía que aborda el funcionamiento del sistema eléctrico español es frecuente encontrarse con materiales en los que las empresas que generan, transmiten y suministran energía eléctrica son presentadas como entidades provistas de criterios de decisión y de instrumentos de actuación de carácter fundamentalmente técnico. Podría parecer que la obtención de beneficios por mil o dos mil millones de euros, gran parte de ellos repartidos como dividendos a los accionistas, fuese una simple consecuencia que acreditase a posteriori el acierto con el que las empresas establecen esos criterios y utilizan esos instrumentos técnicos. Ante esa evidencia, no resulta ocioso comenzar recordando que esas empresas son organizaciones privadas que surgen y que actúan con la finalidad de proporcionar beneficios para sus propietarios mediante la generación, la transmisión y la venta de electricidad. Un recuerdo tanto más oportuno si se tiene en cuenta que esas actividades eléctricas se realizan con el protagonismo casi exclusivo de un pequeño número de grandes compañías privadas cuya rentabilidad se basa en la continuidad de su posición de poder en cada uno de los segmentos del sistema eléctrico.


    El segundo elemento a considerar como punto de partida es el que concierne a las características físico-técnicas, sumamente singulares, que convergen en el producto «electricidad». Algunas son exclusivas de dicho producto, como sucede con el hecho de que se trate de un bien absolutamente homogéneo en todas sus unidades, pero que se puede producir mediante procedimientos (tecnologías) muy distintos en instalaciones que requieren equipos y materias primas con costes muy diferentes.


    El tercer elemento preliminar a tener en cuenta es que el sistema eléctrico, formando parte del sistema energético, es uno de los mayores responsables de las emisiones de gases y demás sustancias que están provocando el calentamiento global del planeta, debido principalmente a la intensa utilización de combustibles fósiles en plantas térmicas de carbón, gas natural y derivados de petróleo. Siendo así, la amenaza de graves efectos irreversibles en las constantes biofísicas del planeta –aquellas que determinan las condiciones de su continuidad– obliga a situar como objetivo apremiante la necesidad de prescindir de las tecnologías eléctricas que provocan esas emisiones contaminantes.


    1. OLIGOPOLIOS, FINANZAS Y RELACIONES DE PODER EN LA ÉPOCA ACTUAL


    Aunque para empezar el capítulo pueda resultar un tema ciertamente árido, es conveniente introducir unas primeras reflexiones sobre el enfoque con el que habitualmente se considera la existencia de grupos empresariales que dominan los principales sectores de la economía en cada país y a escala mundial. De hecho, ese enfoque dominante constituye una de las pruebas más palmarias que delatan la inconsistencia de las teorías convencionales que sustentan el pensamiento neoclásico, con las que se pretende aportar conocimiento acerca de cómo funcionan las economías. Como es sabido, las tesis centrales de ese pensamiento ortodoxo pivotan sobre la hipótesis de que las economías funcionan conforme a los rasgos sustantivos de la «competencia perfecta», de modo que los distintos bienes y servicios que se intercambian en los mercados son ofrecidos por una multiplicidad de empresas que no tienen capacidad para influir en los precios y tampoco en la entrada de nuevos oferentes. Con semejante hipótesis explican la formación de los precios y las ventajas que proporcionan los mercados competitivos para generar eficiencia y crecimiento económicos. Es conveniente considerar este punto de vista porque, como se expone en el capítulo 8, es el bagaje intelectual que el pensamiento ortodoxo emplea para explicar el funcionamiento del mercado mayorista de la electricidad en España.


    Con la sutil diferencia de que, según la perspectiva teórica del pensamiento neoclásico, la existencia de empresas oligopólicas con poder de mercado se considera una anomalía económica, mientras que quienes actualmente esgrimen esa perspectiva lo hacen con la doble pretensión de minimizar dicho poder de mercado y de esgrimir que, a pesar de ello, el mercado funciona bajo condiciones de competencia.


    Sin embargo, es interesante recordar que según aquellos fundamentos teóricos la existencia de un oligopolio es una deformación de las condiciones naturales de la competencia y origina distorsiones en el funcionamiento económico, provocando el empeoramiento de los resultados productivos. Por eso, a continuación, la teoría ortodoxa supone que el propio mercado dispone del antídoto para evitar esas consecuencias, que no es otro que regresar a las condiciones de competencia perfecta. Con el paso del tiempo, la aplicación de la teoría de juegos ha permitido sofisticar considerablemente la elaboración de modelos «imperfectos» de mercados, aunque sus referentes últimos sobre el funcionamiento de oligopolios siguen anclados en los modelos de duopolio que propusieron Cournot en 1834 y Bertrand en 1883, «dinamizados» después por las propuestas de Stackelberg y Kreps-Scheinkman (Tirole, 1988; Tarziján y Paredes, 2006). Esos modelos reconocen en primera instancia la posibilidad de que las (dos) empresas consideradas puedan coludirse, pero a continuación suavizan o abandonan esa posibilidad para argumentar que la rivalidad las obliga a competir en condiciones que se decantan hacia posiciones de equilibrio más o menos próximas a la que existe con competencia perfecta.


    La propuesta de Cournot se basa en que cada empresa puede alterar su volumen de producción para obtener un mayor beneficio sin que su rival proceda del mismo modo; de hecho, lo decide sin conocer qué es lo que hará su rival. Por tanto, las empresas compiten por cantidades ante una demanda dada, con lo que el precio depende del volumen de oferta agregada. La argumentación seminal de Cournot conducía a una situación en la que la producción era inferior y el precio estaba por encima de los que corresponderían a la competencia perfecta, si bien la incorporación de nuevas empresas acabaría con esos diferenciales y conduciría al mercado hacia el equilibrio característico de la competencia perfecta. Lo mismo sucede en ciertos modelos desarrollados con la teoría de juegos, de modo que las empresas que forman un oligopolio se orientan hacia la búsqueda del equilibrio de Nash, admitiendo un par de estrategias a partir de considerar que ninguna empresa puede lograr un aumento de su beneficio alterando de forma unilateral su producción si la/s otra/s está/n en la posición de equilibrio.


    La propuesta de Bertrand plantea que la competencia del duopolio se establece a través de los precios merced a que inicialmente estos se sitúan por encima de los costes marginales debido al ejercicio de poder de mercado. Considerando que la demanda del producto está dada, el margen de maniobra del duopolio en un equilibrio de Nash se ciñe a dos opciones. Una es mantener la rivalidad de precios hasta alcanzar una situación en la que desaparecen los beneficios; la otra es ajustar los precios a los costes marginales, con lo que desaparece el poder de mercado y este se comporta como en competencia perfecta.


    Ambos modelos son estáticos, ya que las empresas toman decisiones simultáneas que repercuten sobre las cantidades y los precios de equilibrio de mercado, por lo que distintas propuestas posteriores han pretendido dinamizar los planteamientos mediante juegos secuenciales. El modelo de Stackelberg considera que una de las empresas es líder y –a lo Cournot– toma la decisión de alterar la producción para incrementar su mercado y, por tanto, su beneficio, de manera que a continuación la otra empresa decide también ajustar su producción. El modelo de Kreps-Scheinkman combina Cournot y Bertrand para que surja la posibilidad de que se produzcan sucesivas variaciones en las cantidades y en los precios. Pero de un modo u otro las diferentes estrategias posibles conducen a resultados de equilibrio competitivo o a posiciones más desfavorables que, por tanto, son indeseadas.


    Otros tipos de modelos, como los basados en el «crecimiento endógeno», surgidos a finales del siglo XX, también consideran la existencia de empresas con posiciones oligopólicas y las dotan de rendimientos crecientes de escala, pero, a continuación, cuando explican su funcionamiento resulta que se comportan «como si» estuvieran en condiciones de competencia perfecta.


    Sin embargo, sin necesidad de realizar un gran esfuerzo analítico ni recurrir a información especializada, cualquier observador provisto de conocimientos históricos sobre lo que viene aconteciendo en las economías capitalistas desarrolladas desde finales del siglo XIX está en condiciones de apreciar dos hechos incuestionables. El primero es que en los principales sectores productivos (maquinaria, transformación de metales, química, alimentos procesados), así como en ciertas actividades de servicios (ferrocarril, banca) un número reducido de empresas ejerce el control de la mayor parte de la producción y de las ventas, lo que les permite concentrar también la mayor parte de los beneficios. El segundo hecho es que el acrecentamiento del poder de mercado ha ido acompañado de la ampliación de las escalas de producción, del desarrollo tecnológico y de la organización cada vez más especializada de las grandes empresas.


    a) Oligopolios y poder de mercado


    La historia del último siglo y medio muestra que, lejos de ser una anomalía o una situación transitoria, la formación y posterior consolidación de oligopolios ha venido siendo la prueba evidente de las tendencias concentradoras y centralizadoras de capital que caracteriza el desarrollo de las economías capitalistas. Como consecuencia, el poder de mercado que ejercen las grandes empresas se ha convertido en la expresión habitual de cómo funciona la mayoría de los mercados de productos. Las grandes empresas han protagonizado la especialización productiva, los incrementos de productividad, la mejora de la cualificación –de los equipos directivos, técnicos y mano de obra– y otras ventajas fundamentales que han impulsado el crecimiento de las economías.


    El siglo XX fue testigo palmario de cómo, lejos de ser una distorsión temporal, los oligopolios se fueron consolidando en nuevos sectores de la industria, el comercio y las finanzas. De ese modo, el funcionamiento de los mercados resultaba cada vez más extraño a las condiciones idealizadas por los modelos de competencia perfecta en los que se supone que empresas similares pugnan por vender sus productos sin capacidad para influir en el precio ni para obstaculizar la entrada de competidores. Sin embargo, el universo imaginario construido por las teorías neoclásicas siguió dominando la cultura académica, extendiéndose desde las universidades británicas al resto de Europa y del mundo. Su cuestionamiento quedó confinado a reductos académicos y editoriales claramente minoritarios.


    Los autores de inspiración marxista vincularon la creación, expansión y consolidación de los oligopolios con la lógica del capitalismo. Piero Sraffa asoció las condiciones de mayor/menor competencia a las facilidades/dificultades para establecer barreras de entrada, y por ello a la posibilidad de aumentar el precio para obtener un beneficio superior al resultante de la competencia entre iguales. Michal Kalecki propuso modelos explicativos en los que la estabilidad de las estructuras monopólicas proporciona un sobrebeneficio basado en precios por encima de los que serían de competencia (mark-up). Joseph Schumpeter, formado en la tradición neoclásica austríaca, elaboró sus escritos de madurez desde la premisa de que los mercados estaban dominados por oligopolios. Alfred Chandler y otros estudiosos de las grandes compañías norteamericanas (Adolph Berle, Gardiner Means, John Galbraith) analizaron el control de mercado que ejercían esas corporaciones a través de su gran dimensión productiva, la innovación tecnológica, las capacidades de gestión y las modalidades de financiación.


    Bebiendo de esas fuentes, desde los años sesenta Paolo Sylos Labini formuló sucesivas propuestas acerca del funcionamiento de los mercados dominados por estructuras oligopólicas. Rechazó que existiese una forma «natural» de comportamiento de las empresas y de los mercados. Explicó que las grandes corporaciones y los mercados oligopólicos eran instituciones surgidas a partir de la propia dinámica del capitalismo. Argumentó que el oligopolio se había convertido en la forma institucional más frecuente y determinante del desarrollo económico, debido a las ventajas que ofrecía para la rentabilidad empresarial y para la continuidad del capitalismo como sistema económico.


    Sintetizando las principales tesis de Sylos Labini (1976, 1988, 1993), la formación de estructuras de mercado de carácter oligopólico permite que las grandes empresas diseñen estrategias y ejerciten prácticas que discurren a través de dos procesos simultáneos: de un lado, la integración vertical que favorece el progreso técnico y los mayores rendimientos a escala; de otro lado, la colusión por intereses comunes que modifica radicalmente la forma de rivalizar. Este segundo proceso se sustancia en cinco rasgos fundamentales de cualquier oligopolio:


    – Establece acuerdos y prácticas consensuadas sobre precios y sobre el reparto del mercado.


    – Desplaza la pugna competitiva hacia las ventajas derivadas del diseño, la diferenciación de productos, la gestión, las redes de comercialización, la publicidad y las formas de financiar la compra de los productos.


    – Fomenta la creación de barreras de entrada adicionales a las que por sí mismas proporcionan la escala, la tecnología y el prestigio de las marcas y productos.


    – Instituye mecanismos para la formación de los precios que garantizan un mark-up, cuyo límite está delimitado principalmente por el volumen-ventas y por la elasticidad-precio de la demanda.


    – Consigue márgenes de beneficio satisfactorios en la medida en que el mark-up se aleja de los costes reales de las empresas.


    Por consiguiente, la actividad de las empresas oligopólicas y el funcionamiento de los mercados en los que ejercen su dominio no son situaciones estáticas, a modo de un statu quo garantizado, sino procesos dinámicos en los que el poder de mercado es susceptible de modificación. Puede mermar si se debilitan los mecanismos de colusión, se agrietan las barreras de entrada o se producen alteraciones sustantivas de la demanda (volumen y/o elasticidad). Así ha ocurrido en distintas ocasiones, sobre todo cuando los poderes públicos han aplicado normas antitrust y otras regulaciones orientadas a debilitar el poder de mercado. Sin embargo, en sentido inverso, con mayor frecuencia priman los ejemplos en los que el poder de mercado se ha fortalecido a lo largo del tiempo merced a la existencia de mecanismos que contribuyen a reproducir los resortes económicos y no económicos en los que se sustenta la posición oligopólica. Este planteamiento se desarrolla en Palazuelos (2015, cap. 3) y en los trabajos de Mikler (2013) y Dunning y Lundan (2008).


    Entre los resortes económicos, las crecientes capacidades tecnológicas, organizativas y financieras de las grandes corporaciones les confiere mayor potencial para ejecutar estrategias de toda índole con las que fortalecen su dominio. Unas veces esas estrategias las concretan las empresas de forma individual y otras veces las realizan mediante alianzas; unas se centran en desarrollar nuevos productos diferenciados y otras se basan en bienes y servicios estandarizados; unas se concentran en determinados países y otras integran actividades realizadas en diferentes países; unas se ciñen a segmentos concretos del ciclo productivo-comercial de un producto y otras integran los segmentos productivos y comerciales.


    Una vez conformada su posición de poder en el mercado, la reproducción del dominio oligopólico se fortalece a través de diferentes vías de concentración empresarial. En primer lugar, las megafusiones de compañías de gran tamaño que dan lugar a gigantes corporativos en distintas ramas industriales –equipos eléctricos, electrónica, química, energía, automoción, alimentación– y en servicios –telecomunicaciones, transportes, hostelería, medios de comunicación–. En segundo lugar, las fusiones y absorciones que realizan las grandes firmas con otras de tamaño mediano o incluso pequeño, guiadas por decisiones de escala y/o para complementar sus respectivas ventajas tecnológicas, organizativas o de mercado. En tercer lugar, las fusiones con empresas dedicadas a otras actividades para formar holding o «supermercados» multisectoriales.


    b) Fortalecimiento y financiarización de los oligopolios en la etapa actual


    Las características de los oligopolios han experimentado variaciones significativas de la mano de tres hechos que cobraron vigencia en las décadas finales del siglo XX: la fuerte internacionalización de las grandes empresas, la privatización e internacionalización de las empresas dedicadas a infraestructuras de servicios básicos y la creciente influencia de las decisiones financieras, los mercados financieros y los grandes operadores financieros en el funcionamiento de las economías.


    La fuerte internacionalización de las grandes compañías se plasmó en una amplísima expansión geográfica de sus actividades productivas, comerciales y financieras desde sus países de origen hacia muchos otros. Para llevarla a cabo contaban con las ventajas que les proporcionaban las capacidades (financieras, tecnológicas y organizativas) que habían fortalecido en los países de origen, a las que sumaron dos factores cruciales. De un lado, las ventajas derivadas de la liberalización de las relaciones económicas internacionales, merced a la eliminación o la fuerte reducción de las barreras que hasta entonces restringían la penetración de empresas extranjeras en la mayoría de los países. De otro lado, las nuevas posibilidades que aportaba el progreso tecnológico para hacer técnicamente posible y económicamente rentable la fragmentación de los procesos de producción entre diferentes países. Así fue cómo, en primer término, proliferó la instalación de filiales en múltiples países y, seguidamente, mediante subcontrataciones y otras modalidades de acuerdo con empresas nacionales de esos países, las grandes empresas conformaron nuevos eslabones entrelazados que han dado lugar a las actuales cadenas internacionales de valor que concentran gran parte de la producción y del comercio mundiales. Este planteamiento se desarrolla en Palazuelos (2015, cap. 6) y en los trabajos de Jones (2005) y Ietto-Gillies (2005).


    La privatización e internacionalización de las grandes compañías dedicadas a la construcción, la gestión de infraestructuras (transportes, comunicaciones) y la generación y distribución de servicios básicos como el agua y la electricidad se produjeron sobre todo en Europa y América Latina. Eran actividades cuyas características limitaban o impedían que tales servicios se trasladasen de un país a otro, pero no que lo hicieran las propias empresas, abriendo la oportunidad de crear nuevas fuentes de negocio a escala transnacional. Antes de que se iniciara ese proceso en la mayoría de los países, las compañías que se ocupaban de realizar esas actividades eran de propiedad pública (estatal, regional o municipal), de manera que la decisión de privatizarlas tomada por los respectivos gobiernos permitió que fueran compradas por capitales privados nacionales y/o internacionales. Muchas de esas empresas eran de gran tamaño, o bien en la antesala de la privatización los propios gobiernos se ocuparon de fusionar empresas públicas y privadas de menor tamaño para crear «campeones nacionales». Seguidamente, una vez adquiridas por capitales privados, esas grandes empresas pusieron en marcha estrategias de internacionalización, instalando filiales o comprando empresas en otros países –que con frecuencia también eran empresas públicas que se privatizaron–.


    Así fue como múltiples servicios públicos se convirtieron en nuevos espacios para el desarrollo de negocios privados en actividades para las que hasta entonces se había supuesto que las prioridades eran la universalización del acceso y la seguridad de los suministros para el conjunto de la sociedad. La privatización creó excelentes oportunidades lucrativas y se justificó con una amplia colección de argumentos ideológicos acerca de la incapacidad o la improcedencia de los poderes públicos para gestionar esos servicios básicos. Tales alegatos se acompañaban de solemnes promesas por las que las empresas privatizadas y los mercados liberalizados aportarían mayor eficiencia y menores precios, favoreciendo el crecimiento de las economías y el bienestar de los ciudadanos.


    La «financiarización» de las economías es un término con el que se pretende destacar la decisiva importancia que han cobrado las entidades y los mercados financieros sobre los demás agentes y actividades económicas desde tres dimensiones fundamentales. La primera es la gigantesca magnitud que fueron adquiriendo las grandes entidades que operan en los mercados financieros. De un lado, los principales bancos han ido experimentando un alto grado de concentración e internacionalización que se refleja en el crecimiento exponencial de todos sus indicadores (capital, operaciones, beneficios). De otro lado, han surgido grandes operadores financieros –a veces bajo el impulso de esos bancos– dirigidos por gestores profesionales, que no se adecúan al formato convencional de las empresas, pero persiguen el mismo objetivo: lograr el máximo beneficio[1]. Este planteamiento se desarrolla en Palazuelos (2015, caps. 3 a 5) y en los trabajos de McKeen-Edwards y Porter (2013) y Monarcha y Teïletche (2013).


    La segunda dimensión de la financiarización concierne a la magnitud del capital que participa en los mercados financieros a través de una intrincada red de instrumentos y operaciones. Las cifras que alcanzan los préstamos, títulos de deuda, acciones y bonos de titulización son espectaculares, a los que cabe agregar los ingentes volúmenes de intercambios de instrumentos derivados (futuros, opciones, permutas) y de divisas, realizados con fines financiero-especulativos. Se trata de una vasta colección de mercados, operativas e instrumentos que exhiben una gran versatilidad para adaptarse a las situaciones cambiantes de las economías y de las empresas, con operadores siempre dispuestos a invertir en cualquier lugar del mundo en cuantas actividades (tradicionales, novedosas o todavía larvarias) presenten una expectativa de beneficio que consideren satisfactorio. La tercera dimensión se deriva de las anteriores. Como consecuencia de esas magnitudes y características, los agentes y los mercados financieros ejercen una superlativa influencia sobre las principales decisiones y los resultados económicos tanto de las empresas no financieras como sobre las decisiones de consumo y ahorro de las familias y sobre las políticas económicas de los gobiernos. De ese modo, condicionan la dinámica cíclica de las economías, tanto en las fases de expansión como en las de recesión.


    En cada una de las tres dimensiones referidas, la financiarización refuerza las estructuras oligopólicas de los mercados e intensifica la asimétrica distribución de la renta y de la riqueza, acentuando la concentración de poder económico en manos de las grandes corporaciones, los bancos y las fortunas privadas. Los lazos de propiedad compartida (tenencia cruzada de paquetes accionariales) se complementan con las relaciones establecidas a través de los mecanismos de financiación de las empresas, las inversiones comunes y la explotación compartida de los nuevos espacios de negocio. En ese sentido, lo sucedido en el sector energético constituye la mejor muestra de la convergencia de intereses entre grandes empresas productivas, comerciales y financieras, de manera que la mayor integración en torno a un núcleo de poder acrecienta el carácter oligopólico con el que funcionan los mercados de los distintos recursos energéticos.


    Finalmente, la concentración de poder económico a escala nacional e internacional se proyecta sobre el conjunto de la vida social y política mediante una cadena de resortes que refuerzan las estructuras oligopólicas de los principales bienes y servicios. Resortes capaces de condicionar, y, llegado el caso, determinar los hábitos y comportamientos sociales, las normas legales y las actuaciones de los poderes públicos. Este planteamiento se desarrolla en Palazuelos (2015, caps. 3 a 5) y en los trabajos de Wilks (2013) y Fontanel (2005). Sin necesidad de extendernos en asuntos que resultan elocuentes, cabe subrayar la influencia política que el poder económico ejerce sobre los gobiernos y demás instituciones del Estado en las que se aprueban las leyes y demás normativas legales, o bien en las que deben garantizar el funcionamiento de los mercados y las obligaciones de las empresas.


    En suma, una vez conformado un oligopolio, cuyo dominio se sustancia en los cinco puntos arriba expuestos, la dinámica de la economía y las estrategias de las grandes compañías tienden a reproducir los resortes de poder. Salvo en momentos en los que se producen situaciones anómalas, altamente improbables, el único modo de contrarrestar el dominio de un oligopolio es a través de la acción reguladora a cargo de los poderes públicos. Sin embargo, a lo largo de las últimas décadas esa capacidad regulatoria ha ido disminuyendo conforme aumentaba el impacto de los tres hechos mencionados. La mayor internacionalización, la privatización de servicios básicos y la financiarización de las economías han elevado las cuotas que ostentan las corporaciones transnacionales en la producción, las ventas, los beneficios y el valor de capitalización a escala mundial. Una evidencia que también ponen de manifiesto trabajos recientes que no están alineados con perspectivas heterodoxas de la teoría económica, como sucede con De Loecker y Eeck­hout (2017, 2018).


    Tener en cuenta las características de los mercados oligopólicos es fundamental para el contenido de este trabajo en la medida en que el sistema eléctrico español: 1) está dominado por un núcleo de grandes empresas, 2) una de las cuales –Endesa– fue de propiedad estatal y se privatizó, 3) todas se internacionalizaron durante las últimas décadas para convertirse en grandes firmas transnacionales y 4) todas están estrechamente vinculadas con los grandes operadores y mercados financieros internacionales.


    2. LA ELECTRICIDAD: UN PRODUCTO IMPRESCINDIBLE Y SINGULAR


    La electricidad se encuentra presente en la naturaleza; se manifiesta principalmente a través de los rayos que en días tormentosos se forman cuando las nubes, con cargas eléctricas opuestas, provocan descargas de forma abrupta, siendo el relámpago su manifestación lumínica. Sin embargo, el conocimiento humano no es capaz de aprovechar ese potencial, por lo que la electricidad que se utiliza es la que se obtiene de manera indirecta mediante tecnologías que transforman otros tipos de energías en energía eléctrica.


    Una vez generada, la electricidad constituye un producto cuyas características le confieren importantes rasgos singulares que lo distinguen de los demás bienes y servicios, públicos y privados, de los que dispone la sociedad. Los trabajos de Jorge Fabra Utray (2004) y Natalia Fabra (2007), así como los realizados de forma conjunta (2010) y el de Fabra Utray con Mednik (2008), facilitan la confección del siguiente decálogo acerca de esas características.


    Primero. Posee una homogeneidad absoluta en términos físicos, cualquiera que sea la tecnología que se utilice para producirla. Ya sea quemando combustibles fósiles (carbón, gas, derivados de petróleo), fisionando átomos de uranio, aprovechando el caudal de agua en ríos y embalses, recogiendo la energía del sol, el viento, las mareas, o procesando biomasas.


    Segundo. Presenta una amplia variedad de aplicaciones para los hogares, para las empresas y para el desenvolvimiento de la vida social. La energía eléctrica es decisiva en funciones como: la iluminación; la generación de calor y de refrigeración; las señales luminosas; el funcionamiento de electrodomésticos y de equipos eléctricos, electrónicos y robóticos; las telecomunicaciones; los procesos productivos basados en electroquímica, electroimanes y electrosoldadura aplicados a motores; y en muchos otros ámbitos. Sus prestaciones resultan insustituibles en unos consumos, mientras que en otros constituye el mejor recurso para un uso final o como input.


    Tercero. No se puede almacenar en gran escala. A pesar de los crecientes esfuerzos por desarrollar acumuladores, la investigación sobre diferentes modalidades de transformación en otros tipos de energía que después permitan su reconversión en electricidad todavía no ha proporcionado más que avances modestos, salvo los que se han conseguido en el almacenamiento por conversión mecánica que se aplica en las centrales hidráulicas de bombeo, además de otros logros de reducido alcance práctico hasta la fecha. La investigación en dispositivos de conversión química (baterías, pila de combustible de hidrógeno), electromagnética (supercondensadores) entre otros, arrojan una notoria incertidumbre acerca de los plazos en los que estarán disponibles unas técnicas de almacenamiento a gran escala que podrían instalarse en los centros de producción, en las redes o en lugares cercanos a los consumos finales. En el capítulo 5 se examina las condiciones actuales y las previsiones que aportan los organismos especializados.


    Cuarto. Requiere una permanente conexión oferta-demanda, lo que obliga a mantener una articulación constante entre los segmentos que forman el sistema eléctrico: la generación, el transporte por redes de alta tensión, la distribución por redes de baja tensión hasta los puntos de consumo y la utilización de esa energía en hogares, empresas y demás instalaciones de consumo. Todo el sistema compone una estructura integrada que garantiza un funcionamiento continuo y flexible mediante la organización de todas las entidades y actividades que participan en cada segmento.


    Quinto. La demanda eléctrica está sometida a una intensa variabilidad a lo largo de cada día, de cada semana y de cada estación del año. Es imprescindible disponer de una potencia instalada y de una capacidad de gestión técnica que permitan hacer frente a las fuertes variaciones de picos y valles de consumo que se registran entre las horas diurnas y nocturnas, entre los días laborables y festivos, y entre los meses de verano-invierno y los de primavera-otoño. Ese comportamiento de la demanda hace que inevitablemente la utilización de la capacidad instalada presente grandes oscilaciones entre unos momentos en los que entra en funcionamiento una parte creciente de la potencia disponible y otros momentos en los que una alta proporción de esa potencia permanece ociosa.


    Sexto. La combinación de usos múltiples –muchos de ellos exclusivos– hace que existan grandes diferencias entre los distintos tipos de demandantes de electricidad, tanto por el tamaño de sus consumos como por sus reacciones ante cambios de la coyuntura económica o de los precios. Los hogares y los pequeños establecimientos suman la inmensa mayoría de los puntos de consumo, pero su proporción en la cifra de consumo eléctrico es bastante inferior y sus respectivas elasticidades a las variaciones de su renta y al precio de la electricidad son bajas, ya que gran parte de sus consumos son básicos e insustituibles para su desenvolvimiento cotidiano. Sin embargo, ciertas grandes empresas manufactureras y otro pequeño número de grandes instalaciones son intensivas en electricidad, por lo que concentran una elevada parte del consumo final y su elasticidad-renta tiende a ser mayor, sobre todo porque su actividad se contrae en las fases recesivas de la economía. En el capítulo 9 se examina la fuerte asimetría que existe entre los consumidores y el modo en que se traslada a los respectivos precios finales de unos y otros.


    Séptimo. El sistema eléctrico requiere tomar decisiones estratégicas a largo plazo para garantizar anticipadamente la seguridad del abastecimiento y la estabilidad de las redes de suministro. La selección de las tecnologías con las que se generará la energía para atender la demanda futura, unida a las elevadas inversiones y a los plazos de construcción que se necesitan para instalar las nuevas capacidades de producción y de transmisión eléctrica, obligan a programar con notable antelación e indudable incertidumbre el diseño de la oferta y la demanda futuras.


    Octavo. Varios segmentos del sistema eléctrico presentan los atributos de un «monopolio natural», esto es, la imposibilidad o el sinsentido económico de que se dupliquen las instalaciones productivas de algunas tecnologías eléctricas, así como las redes de transporte de alta tensión y los tendidos de distribución por los que se suministra la energía a los puntos de consumo. Ese carácter monopólico obliga a establecer mecanismos de regulación que impidan comportamientos indeseables a cargo de los agentes (públicos o privados) que ejercen con carácter exclusivo dichas actividades.


    Noveno. La responsabilidad de los poderes públicos (estatales y territoriales) para garantizar el adecuado funcionamiento del sistema eléctrico implica la toma de múltiples decisiones fundamentales. Algunas son de su exclusiva incumbencia, como sucede con la concesión de autorizaciones para instalar ciertas plantas generadoras y para ceder espacios y recursos públicos, como el agua, en los que ubicar instalaciones o por los que trazar las redes de transporte y distribución. Otras decisiones requieren el consenso con las empresas privadas, como sucede con el diseño de las tecnologías eléctricas con las que generar la electricidad, la organización de las redes de transmisión y los mecanismos comerciales de venta a los consumidores finales.


    Décimo. Por tanto, siendo la electricidad un producto fundamental para el desenvolvimiento de la economía y de la vida social, los poderes políticos están obligados a garantizar: a) un funcionamiento técnico que sea fiable, b) una programación eficaz que articule todos los segmentos del sistema, c) una organización adecuada que integre a los actores que participan en cada segmento y d) el acceso de todos los ciudadanos al suministro.


    En primera instancia, la complejidad de las funciones que precisa el ejercicio de esa responsabilidad política se deriva de la necesidad de combinar de manera permanente una demanda eléctrica incierta, inestable y asimétrica –según los tipos de consumidores– con una oferta que puede generarse en plantas con tecnologías muy distintas, cada una de las cuales presenta perfiles propios en cuanto a sus características productivas, sus estructuras de costes y sus implicaciones ambientales.


    Las plantas térmicas que utilizan combustibles fósiles requieren inversiones iniciales de notable magnitud, que se amortizan a lo largo de un periodo prolongado de vida útil, mientras que sus costes fijos operativos (personal, funcionamiento, mantenimiento) son reducidos y sus costes variables son elevados y volátiles, ya que dependen sobre todo de la evolución de los precios de los combustibles que queman (carbón, gas natural, fuelóleos), siendo estos el componente mayoritario de los costes medios de producción de dichas plantas. Otras tres características de esas instalaciones son: su amplia flexibilidad –sólo limitada por ciertas restricciones técnicas– para producir de forma intermitente según cuál sea el comportamiento de la demanda; la existencia de reservas mundiales abundantes que permiten garantizar una dotación continuada de los combustibles que utilizan –aunque sea mediante la importación–; y el fuerte impacto ambiental que provoca su emisión de gases de efecto invernadero y de otras sustancias nocivas, sobre todo mediante la quema de carbón y derivados del petróleo.


    Las plantas nucleares exigen grandes inversiones iniciales, pero una vez en funcionamiento sus costes fijos y variables son reducidos, teniendo garantizada (vía importación) la disponibilidad del recurso natural que utilizan, el uranio, que después se enriquece mediante tratamientos industriales. Sin embargo, carecen de flexibilidad para adaptarse a las variaciones de la demanda, ya que por razones técnicas y de costes están obligadas a un funcionamiento continuo (salvo por fallos, accidentes o revisiones) y su impacto ambiental está asociado a los riesgos que se derivan de posibles accidentes graves en los que se emitan partículas de alta radiactividad, bien durante los años de funcionamiento de las plantas, bien durante el almacenamiento posterior, ya que algunos de esos residuos son de elevada radiactividad y tienen una vida activa que se prolonga cientos o incluso miles de años.


    Las plantas hidráulicas, así como los parques eólicos, fotovoltaicos y de otras fuentes renovables, requieren inversiones de distinta magnitud según el tamaño de sus instalaciones, pero una vez entran en actividad sus costes fijos operativos son mínimos y sus costes variables son prácticamente nulos (salvo en las plantas de bombeo), ya que los recursos que utilizan –agua, viento, sol y otros– se renuevan permanentemente en la naturaleza. Como contrapartida, carecen de flexibilidad para adoptar su producción, debido a la discontinuidad de tales recursos naturales y a la imposibilidad de almacenamiento. Sólo las centrales hidráulicas que disponen de bombeo –además de las biomasas y, en menor medida, las instalaciones termosolares– tienen flexibilidad para adaptar su producción sin depender de las condiciones climatológicas. A su vez, esas tecnologías renovables no emiten gases de efecto invernadero ni otras sustancias contaminantes.


    Se dispone, por tanto, de una variada colección de tecnologías eléctricas cuya heterogeneidad se plasma tanto en los distintos grados de utilización de sus capacidades instaladas y de versatilidad de su producción, como en sus diferentes costes e impactos ambientales. Las plantas nucleares funcionan de modo continuo, ofreciendo producción durante un gran número de horas a lo largo de todo el año, mientras que las plantas hidráulicas fluyentes, eólicas, fotovoltaicas y otras renovables someten sus prestaciones productivas a las condiciones naturales que determinan la variabilidad de sus recursos a lo largo de cada día y de cada estación del año. El caso contrario corresponde a las plantas térmicas, cuyas condiciones técnicas les permiten adaptar su funcionamiento al comportamiento de la demanda, pero los costes variables (el combustible que utilizan) las obligan a seleccionar los momentos en los que entran en funcionamiento, que generalmente son aquellos en los que la demanda eléctrica es más elevada o en los que las otras tecnologías presentan dificultades para incrementar su oferta, cubriendo lo que se denomina el «hueco térmico» en la generación de electricidad. Al mismo tiempo, el hecho de que las plantas térmicas, sobre todo las de carbón, emitan grandes cantidades de gases contaminantes y que las plantas nucleares acarreen peligrosas amenazas ambientales y problemas de almacenamiento para sus residuos más radiactivos, son dos condiciones que obligan a reconsiderar los criterios con los que habitualmente se calculan los costes de esas plantas, ya que infravaloran o simplemente ignoran los gastos (económicos, ambientales, sanitarios) que conllevan sus emisiones contaminantes y los riesgos de seguridad.


    Por consiguiente, siendo amplia la colección de posibilidades productivas, la confección del mix eléctrico obliga a considerar de manera conjunta una diversidad de planos o perspectivas que deben hacerse compatibles:


    – El plano técnico contempla la composición del parque eléctrico desde el objetivo de lograr un funcionamiento eficaz y la seguridad del suministro para cubrir las necesidades de consumo.


    – El plano económico sopesa la relación entre los costes de cada tecnología, su capacidad para adaptarse a las variaciones de la demanda y el modo en que se trasladan los costes a la formación de los precios.


    – El plano social compagina las posibilidades técnicas con las que suministrar electricidad a los diferentes tipos de consumidores con la necesidad de que existan precios asequibles que permitan el acceso de los ciudadanos y empresas.


    – El plano ambiental se preocupa del impacto que la generación, transmisión y consumo de la electricidad provoca en el entorno biofísico del planeta y en la salud de los ciudadanos.


    – El plano geoestratégico atiende a que los recursos naturales y los equipos requeridos por cada tecnología estén disponibles, bien porque se disponga de ellos en el territorio nacional, bien porque su importación esté al amparo de eventos internacionales que pudieran amenazar el acceso a esos recursos y equipos.


    – El plano temporal toma en cuenta que no siempre las mejores decisiones a corto plazo en los distintos planos concuerdan con los mejores resultados a largo plazo, instando a combinar las conveniencias inmediatas con los objetivos que precisan mayor maduración.


    3. IMPERATIVOS QUE PLANTEA EL CALENTAMIENTO DEL PLANETA


    La interacción con el entorno natural en el que se desenvuelven las sociedades ha permitido que a lo largo de la historia los colectivos humanos se hayan beneficiado de ese entorno para mejorar sus condiciones de vida, su capacidad productiva y sus formas de convivencia. Sin embargo, con el paso del tiempo, de la mano del aumento demográfico, la tecnología, la industrialización a gran escala, los medios de transporte y otras actividades de producción y consumo, la actuación de esos colectivos humanos, en sociedades regida por la lógica del sistema capitalista, ha tensionado cada vez más las constantes biofísicas del planeta.


    a) Dimensión de las amenazas


    Las primeras señales de alarma hicieron su aparición en la segunda mitad del siglo XX. Expresaban la preocupación que causaba el uso masivo de combustibles fósiles (carbón y petróleo) y de ciertos metales que tenían un impacto creciente en la contaminación de la atmósfera, el agua y el suelo. Los signos de intranquilidad fueron en aumento según se ponían de manifiesto los efectos perniciosos que causaba la contaminación sobre la salud de las personas y sobre el funcionamiento de los ecosistemas boscosos, acuáticos y otros, debidos principalmente a las emisiones masivas de ciertos gases y a la generación descontrolada de residuos sólidos y líquidos. Además de una infinidad de problemas microterritoriales, fenómenos como la pérdida de grosor de la capa de ozono en la estratosfera (acentuando el paso de la radiación solar ultravioleta hacia la superficie) y la lluvia ácida (cuando el vapor de agua existente en el aire se combina con óxido de nitrógeno y el dióxido de azufre, formando ácido nítrico y sulfúrico) mostraban los graves efectos causados en la vegetación que, desplazándose a través del aire, multiplicaban sus consecuencias lesivas a grandes distancias.


    El paso de la intranquilidad a la gravedad extrema se produjo cuando los científicos acumularon pruebas acerca de tres hechos cruciales (Henson, 2011; Stern, 2007; Wagner y Weitzman, 2015):


    – El planeta experimenta un paulatino calentamiento global que amenaza frontalmente sus constantes vitales.


    – El calentamiento está causado fundamentalmente por las emisiones de gases (dióxido de carbono, metano, óxido de nitrógeno, ozono, clorofluorocarbonatos, vapor de agua) que provocan un «efecto invernadero».


    – Las emisiones de esos gases proceden de actividades humanas vinculadas sobre todo a las industrias y medios de transporte que queman combustibles fósiles.


    El desarrollo del proceso puede resumirse del siguiente modo. La superficie del planeta eleva su temperatura cuando absorbe la radiación solar que traspasa la atmósfera y la devuelve en forma de radiación térmica. De forma natural, el planeta refleja casi una tercera parte de esa radiación y ocasiona un fenómeno similar al que se crea en un invernadero cuando la radiación solar pasa a través de un vidrio y calienta su interior. El problema surge cuando la quema masiva de combustibles fósiles y otros procesos como la acelerada deforestación aumentan la retención de ese calor dentro de la atmósfera, sin poder salir al exterior, lo que acentúa la subida de la temperatura. El calentamiento global provoca un cambio climático en el planeta como no se ha conocido en miles de años. Los gases de efecto invernadero (GEI) absorben una parte creciente de la radiación térmica que emite la superficie planetaria y la reflejan de nuevo hacia la Tierra, dando lugar a un incremento de la temperatura. De esa manera, el calentamiento se plasma en una larga cadena de consecuencias que, además de ocasionar graves problemas en el presente, dibujan un horizonte dramático para el funcionamiento del planeta y el futuro de la sociedad humana.


    Los registros obtenidos en núcleos de hielo indican que hace centenares de miles de años las variaciones de la órbita de la Tierra alrededor del sol originaron grandes cambios de temperatura. Ahora, sin que medien alteraciones de ese tipo que modifiquen la incidencia de las radiaciones solares sobre el planeta, el paulatino aumento de la temperatura está asociado al acelerado incremento en la atmósfera de dióxido de carbono y otros GEI. Según los conocimientos científicos disponibles, la subida de temperatura es inevitable y amenaza con causar efectos irreversibles si se incrementa de 2 a 3 grados centígrados sobre el nivel existente antes del periodo industrial. Los estudios más reciente sostienen que incluso un aumento del 1,5% conllevaría impactos irreversibles.


    Sin necesidad de incurrir en exageraciones dantescas, las consecuencias previstas por el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC, 2014, 2018) serían espectacularmente negativas para la vida humana y el actual entorno natural: fuerte descenso de la superficie de hielos y nieves, con elevación del nivel del mar; destrucción de distintos ecosistemas de bosques, tundra, zonas montañosas y regiones costeras; retroceso de los recursos hídricos; alternancia recurrente de grandes periodos de sequías e inundaciones; y aumento de la intensidad y de la frecuencia de los fenómenos más extremos.


    b) Acuerdos internacionales incumplidos


    Tratando de afrontar ese proceso, dos años después de la celebración en 1992 de la Cumbre de la Tierra, Naciones Unidas creó la Convención Marco sobre el Cambio Climático, cuya primera conferencia anual de las partes (COP) se reunió en Berlín en 1995. Pero no fue hasta 1997 cuando en su tercera cumbre, celebrada en Kioto, se firmó un protocolo cuyos objetivos se pretendía que fueran vinculantes para reducir las emisiones de CO2 y otros cinco grupos de gases de efecto invernadero. Los objetivos eran ciertamente modestos, pues se trataba de reducir en un 5% los niveles de emisiones con respecto a 1990 en un plazo de 10 a 15 años, entre 2008 y 2012. Su cumplimiento sólo sería obligatorio si el acuerdo era ratificado por los países responsables de al menos el 55% de las emisiones de CO2.


    La endeblez de aquel consenso se puso de manifiesto de forma inmediata, ya que el desapego de Estados Unidos (cuyo Congreso rechazó la firma del protocolo) y la falta de voluntad práctica del gobierno de China y de muchos otros gobiernos dieron lugar a que la mayoría de los países siguieran aumentando sus emisiones hasta 2005, que fue la fecha en la que el protocolo quedó ratificado. Solamente algunos países del centro y el norte de Europa tomaron medidas efectivas para reducir las emisiones. Año tras año, las sucesivas COP de Naciones Unidas y las resoluciones acordadas en los órganos de la Unión Europea ponían de manifiesto que la evolución de las emisiones contaminantes seguía dependiendo de la (escasa) voluntad que mostraban los gobiernos nacionales. La desilusión alcanzó cotas máximas en 2009, en la antesala de la COP-15, celebrada en Copenhague, cuando los gobernantes chinos y estadounidenses declararon su rotunda oposición a que se tomaran decisiones vinculantes. De hecho, en 2010 las emisiones a escala mundial habían aumentado en un 15% con respecto a 1990, y las correspondientes a China habían experimentado un crecimiento tan espectacular que multiplicaban por cuatro las registradas en 1990. Alemania encabezaba el pequeño grupo de países europeos que arrojaba niveles de emisión inferiores a los de 1990.


    Fue en aquel contexto, amparada en los resultados de varios países miembros, cuando la Unión Europea anunció un paquete de medidas conjuntas sobre la actividad energética y el cambio climático, fijando tres objetivos para 2020 que cifró en cuotas respectivas del 20% para elevar la participación de las energías renovables en el consumo bruto de energía final, para incrementar la eficiencia energética y para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero (Bachiller, 2010; De Jong y Weeda, 2008; Galera, 2014). Si bien no pocos países miembros se mantuvieron al margen de esos acuerdos, poniéndose de manifiesto que las instituciones europeas carecían de instrumentos con los que garantizar el cumplimiento de esos objetivos y sin que la herramienta de mayor alcance –el sistema europeo de derechos de emisión de GEI– ofreciese resultados destacados, según se expone en el capítulo 6.


    A partir de aquel momento, el debate en los órganos de la Unión Europea fue incorporando apuestas cada vez más ambiciosas a favor de la descarbonización del sector eléctrico, la disminución de los consumos basados en combustibles fósiles y la necesidad de ejercer un papel activo para lograr un consenso internacional basado en la consecución simultánea de objetivos energéticos y ambientales. Esos propósitos guiaron los sucesivos acuerdos adoptados por el Consejo Europeo, al elevar los objetivos para 2021-2030 y reformar la directiva sobre derechos de emisión de GEI. A la vez, esos objetivos sirvieron para negociar con China, Estados Unidos y otros grandes emisores los acuerdos que a finales de 2015 se plasmaron en la COP-21, celebrada en París. Seguidamente, la Comisión aprobó un «Clean Energy Package» más exigente y en el Parlamento Europeo continuaron acordándose normas y recomendaciones para ampliar los objetivos europeos.


    La referencia principal ha seguido siendo la que fijaron en 2009 los científicos del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático, creado por Naciones Unidas en 1988. Según sus estimaciones, para que la temperatura del planeta no rebase un aumento de dos grados centígrados en el año 2050 hay que reducir las emisiones de GEI en torno a un 50-60% con respecto a los niveles de 2010, momento en el que el aire alcanzó una concentración cercana a 400 partes por millón de dióxido de carbono. Habida cuenta de que en el periodo 1990-2010 las emisiones habían seguido creciendo, la única solución era consensuar un cambio radical a escala mundial que marcase un punto de inflexión en la tendencia alcista, mediante compromisos adquiridos por los gobernantes que se trasladase al comportamiento social y económico de sus respectivos países. Sólo así cabía emprender un camino que frenase el proceso de calentamiento, paliando las peores consecuencias de un fenómeno acumulativo que comenzó cuando el carbón se convirtió en la base energética de la revolución industrial y se aceleró con el uso masivo de derivados del petróleo y del gas natural.


    El consenso adoptado en la Cumbre de París de 2015 asumió como objetivo mantener el aumento de la temperatura media mundial muy por debajo de 2 °C con respecto a los niveles preindustriales y proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento a 1,5 °C (IPCC, 2014, 2018; Salawitch et al., 2017; Uitto, 2017; Skjaerseth et al., 2017). Ello supondría alcanzar un nivel cero de emisiones en los aledaños de 2050, para lo cual era imprescindible acordar paulatinas metas intermedias desde 2020 en las que se plasmasen los sucesivos logros en la reducción de las emisiones. Los gobiernos firmantes se comprometieron a aplicar planes nacionales periódicos con metas concretas sobre emisiones y a crear mecanismos transparentes que facilitasen su seguimiento para evaluar su cumplimiento. Para ser vinculante, el acuerdo requería la adhesión de países que representasen al menos el 55% de las emisiones mundiales de GEI, cuota que se consiguió alcanzar en noviembre de 2016, con la adhesión de 96 países más la Unión Europea, lo que supuso la entrada en vigor del acuerdo.


    Sin embargo, como había sucedido con el Protocolo de Kioto dos décadas atrás, al cabo de poco tiempo se pudo apreciar que el rumbo previsto por el Acuerdo de París se veía amenazado por las mismas tensiones de siempre. En junio de 2017, el nuevo presidente de Estados Unidos, Donald Trump, rechazó la adhesión de su país al acuerdo, a pesar de ser el segundo gran emisor mundial de GEI, con un 15% del total. En esas fechas también resultaba evidente que otros grandes países que sí habían ratificado su adhesión seguían elevando sus emisiones, contándose entre ellos China, el primer gran emisor de esos gases, con más del 25% del total[2]. Actitudes indolentes o de rechazo son igualmente las que guían a otros países asiáticos, Brasil y varios europeos. Se explica así que las tres COP posteriores a París hayan vuelto a caracterizarse por la inoperancia y la parálisis, sin que se registre ningún progreso. Con desoladora pesadumbre, la Agencia Internacional de la Energía, los investigadores del «Carbon Budget Project» y otros organismos revelaban que tras dos años en los que parecían contenerse, en 2018 las emisiones de CO2 y otros GEI han vuelto a crecer un 2% para registrar una nueva cifra récord a escala mundial. Contabilizando únicamente las emisiones de CO2, los 33,1 mil millones de toneladas superan en un 66% los niveles de 1990 y en un 32% los de 2005. China, Estados Unidos e India presentan tasas de crecimiento de entre el 2,5% y el 5% con respecto al año anterior y son los responsables de la mitad de las emisiones mundiales, con cuotas respectivas del 29%, 15% y 7%. Otros datos apuntan a un futuro nada halagüeño en la medida en que casi la tercera parte de las emisiones son causadas por plantas térmicas de carbón que, en su mayoría, sobre todo en Asia, se han instalado hace 10-12 años y disponen por tanto de una vida útil que se prolongará a lo largo de las próximas décadas. Todo ello sin que, por otra parte, se constaten avances significativos en las técnicas de captura y almacenamiento de los gases contaminantes.


    La Unión Europea es la única región que en 2018 registró una reducción de sus emisiones (-2%), aunque sigue presentando un panorama bastante disperso entre los países miembros. Un resultado que pone de manifiesto un mayor compromiso con los acuerdos propios e internacionales, pero que sigue mostrando insuficiencias claras con relación a los objetivos perseguidos, ya que la hoja de ruta establecida en 2016 por el Consejo Europeo fijó unas metas bastante ambiciosas, algunas de las cuales posteriormente han ido siendo rectificadas al alza por la Comisión Europea y el Parlamento Europeo. Los cuatro objetivos establecidos son:


    – Reducir las emisiones de CO2 y otros GEI con respecto a los niveles de 1990: un 20% para 2020, un 40% en 2030 y entre un 80% y un 95% en 2050.


    – Incrementar la presencia de las energías renovables en el consumo bruto de energía final del conjunto de la UE desde una media del 17,5% en 2017 hasta el 20% en 2020 y el 32% en 2030.


    – Intensificar el aumento de eficiencia en el uso de la energía para generar un ahorro del 20% en 2020 y del 32,5% en 2030.


    – Aumentar las interconexiones eléctricas entre los países miembros para que supongan sucesivamente el 10% y el 15% de la potencia instalada.


    Los gobernantes de cada país miembro quedaron obligados a elaborar planes nacionales para convertir esas metas comunes en objetivos concretos y verificables que se comprometían a cumplir a través de sucesivos plazos temporales. Paralelamente, el Parlamento, la Comisión, las reuniones de ministros de Energía y Medio Ambiente y otras instancias comunitarias han seguido debatiendo y tomando resoluciones sobre logros que se deben conseguir en distintos sectores de producción y consumo energéticos. Entre las principales medidas, han aprobado metas más drásticas para acelerar el descenso de las emisiones de CO2 y otras sustancias contaminantes de los automóviles y demás vehículos motorizados. También han recortado el volumen de derechos europeos de emisión que pueden comprar las grandes empresas consumidoras de combustibles fósiles, con lo que han provocado un rápido aumento del precio de esos derechos, lo que debería redundar en un mayor descenso de las emisiones.


    No obstante, como se ha señalado en la introducción, esos organismos europeos siguen inhibiéndose de ejercer como órganos políticos dispuestos a afrontar tres flaquezas que erosionan su propia estrategia energético-ambiental. En primer lugar, la Unión Europea es responsable del 9% de las emisiones mundiales de GEI (España del 0,7%), mientras que los países que son los mayores emisores desdeñan (EEUU, Brasil) o ignoran (China y otros asiáticos) los acuerdos consensuados en la Cumbre de París. Sin embargo, los objetivos para lograr la reversión del calentamiento global no pueden parcelarse por territorios, sino que obligatoriamente tienen un alcance planetario. Siendo así, tan importante es el cumplimiento de los propios objetivos como la necesidad de comprometer a esos otros países en el cumplimiento de los acuerdos. Tarea apremiante de la que deberían ocuparse los gobernantes europeos[3].


    En segundo lugar, otro tanto sucede con las grandes corporaciones automovilísticas, químicas, petroleras y de otros sectores cuyos procesos de producción y/o cuyos productos son responsables de gran parte de las emisiones contaminantes. Ciertamente, las medidas que limitan la emisión de gases en los motores de combustión, el encarecimiento de los derechos de emisión y otras adoptadas por la UE y por los gobiernos nacionales, regionales y municipales van destinadas a favorecer las metas propuestas, pero su radio de acción seguirá siendo reducido si no se complementan con muchas otras que sólo podrían lograrse si los órganos de la UE y los gobiernos nacionales más fuertes negocian directamente con las grandes empresas. De hecho, son las estrategias de esas corporaciones transnacionales las que en mayor medida van a seguir determinando el consumo de combustibles fósiles, la magnitud del parque de vehículos eléctricos, los avances tecnológicos en el almacenamiento de electricidad y otros aspectos sustantivos que afectan a los objetivos planteados.


    Un tercer elemento, ignorado en las metas propuestas, puede resultar un obstáculo adicional para el logro de tales metas. Por omisión, se trata de la ausencia de medidas tendentes a modificar el dominio que las grandes compañías gasífero-eléctricas ejercen sobre ambos recursos y, por extensión, sobre el conjunto de los sistemas energéticos nacionales. Por acción, las medidas liberalizadoras que desde los años noventa han impulsado los organismos de la UE han hecho que ese dominio nacional se expanda entre los países europeos, de manera que un pequeño núcleo de grandes compañías conforma un oligopolio a escala continental. En consecuencia, si no se altera esa estructura de poder, buena parte de las decisiones fundamentales sobre la transición energética europea dependerá de las estrategias marcadas por ese oligopolio.


    c) Situación en España


    En el caso de España, el curso seguido por las emisiones que se representa en el gráfico 1 no deja lugar a las dudas: a pesar de que los gobiernos de PSOE y PP declararon numerosas veces su adhesión a los sucesivos compromisos internacionales para reducir las emisiones, estas mantuvieron una trayectoria ascendente bastante pronunciada hasta 2008[4]. Fue la intensa crisis económica la que truncó esa tendencia alcista, dando lugar a una rápida disminución de las emisiones, de modo que a partir de 2014 la recuperación del ritmo de crecimiento de la economía ha supuesto un cierto repunte de las emisiones durante los últimos años. En el mismo sentido actuaron otros dos factores: la fuerte subida del precio del petróleo, y, por extensión, el precio del gas natural y de otros combustibles, y las iniciativas emprendidas por IDAE para promover la eficiencia energética, con programas de ayuda que alcanzaron cifras hasta entonces inauditas.


    Es así que entre 1990 y 2007 las emisiones de dióxido de carbono se incrementaron en un 60%. Si se suman los demás GEI, el total de las emisiones se incrementó casi en la misma proporción (56%), pasando de 292 a 456 millones de toneladas (gráfico 1). Tras el impasse de la crisis y el posterior rebrote, en 2017 la cuantía de emisiones seguía superando en más de un 20% el nivel de 1990. A su vez, el cuadro 1 muestra las actividades con mayor responsabilidad contaminante. En términos generales, más del 70% de las emisiones corre a cargo de las actividades relacionadas con la combustión de carbón, petróleo y gas. La palma se la llevan la generación de electricidad y el transporte por carretera (automóvil privado, transporte público y de mercancías), cada uno de los cuales ostenta cuotas del 20-25% en el total de las emisiones de GEI. En los últimos años tiende a elevarse la cuota del transporte y a rebajarse la de la generación eléctrica en la medida en que las plantas térmicas de carbón y las que utilizan gas en los ciclos combinados han reducido su grado de utilización[5]. Entre las demás actividades de combustión que dejan gran impronta contaminante destacan los procesos industriales (siderurgia, transformación de minerales no metálicos, química), las refinerías de petróleo, el resto del transporte y los consumos en los hogares y servicios públicos. La parte de las emisiones que no está asociada con la quema de combustibles es inferior al 30% y responde a otras actividades industriales y agrarias y a los residuos de todo tipo, además de una cuota significativa a cargo del transporte marítimo y aéreo de carácter internacional.


    
      Gráfico 1. Emisiones de CO2 y del total de gases de efecto invernadero (GEI) en España, 1990-2017 (millones de toneladas)*


      [image: Grafico-1.jpg] 


      * Incluye transporte marítimo y aviación internacional.


      Fuente: Eurostat (2018a y otros años), Energy, transport and environment indicators. El dato de 2017 es el avanzado por el Ministerio para la Transición Ecológica.

    


    Esos datos han convertido a España en uno de los malos ejemplos del extenso grupo de países cuyo comportamiento efectivo desmiente las declaraciones de sus gobernantes a propósito del compromiso con los objetivos que pretenden paliar para después revertir los efectos del cambio climático. El hecho de que el nivel actual de las emisiones supere en una quinta parte al registrado en 1990 pone de manifiesto el sobresaliente esfuerzo que deberá llevarse a cabo para corregir el rumbo del pasado y encaminarlo hacia las metas futuras que proponen los organismos de la Unión Europea.


    Corregir ese rumbo en cada país y a escala mundial es un imperativo apremiante e insoslayable que exige una sucesión de medidas persistentes e integrales que involucran tanto a la generación y el consumo de energía como al funcionamiento general de la economía y a la organización de la vida social. Un imperativo que precisa de actuaciones por parte de los poderes públicos y a la vez emplaza a llevar a cabo cambios de envergadura en la cultura social y en el entramado de instituciones para enfrentar las pésimas amenazas, algunas ya elocuentes, que apuntan contra las constantes físicas en el planeta y, por tanto, contra la biodiversidad y las condiciones de la vida humana.


    
      Cuadro 1. Actividades emisoras de gases de efecto invernadero en España, 1990-2016. Medias de cada periodo
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              1991-1995

            

            	
              1996-2000

            

            	
              2001-2005

            

            	
              2006-2010

            

            	
              Max. 2007

            

            	
              2011-2015

            

            	
              2016

            
          


          
            	
              Millones de Tm Eq. CO2

            

            	
              293

            

            	
              313

            

            	
              359

            

            	
              422

            

            	
              415

            

            	
              456

            

            	
              351

            

            	
              341

            
          


          
            	
              Actividades Combustión (%)

            

            	
              73,1

            

            	
              75,0

            

            	
              73,3

            

            	
              75,4

            

            	
              74,1

            

            	
              75,1

            

            	
              72,2

            

            	
              71,7

            
          


          
            	
              Generación de electricidad y calor

            

            	
              22,5

            

            	
              22,4

            

            	
              21,2

            

            	
              23,5

            

            	
              21,2

            

            	
              24,1

            

            	
              19,9

            

            	
              17,3

            
          


          
            	
              Refino de petróleo

            

            	
              3,7

            

            	
              3,6

            

            	
              3,6

            

            	
              3,1

            

            	
              3,0

            

            	
              2,8

            

            	
              3,4

            

            	
              3,4

            
          


          
            	
              Manufacturas y construcción

            

            	
              15,4

            

            	
              16,2

            

            	
              15,4

            

            	
              15,6

            

            	
              13,3

            

            	
              13,4

            

            	
              12,2

            

            	
              12

            
          


          
            	
              Transporte terrestre

            

            	
              17,5

            

            	
              18,6

            

            	
              20,0

            

            	
              20,7

            

            	
              22,1

            

            	
              21,6

            

            	
              21,9

            

            	
              23,8

            
          


          
            	
              Sector residencial

            

            	
              4,7

            

            	
              4,9

            

            	
              4,7

            

            	
              4,8

            

            	
              5,1

            

            	
              4,7

            

            	
              4,9

            

            	
              5,3

            
          


          
            	
              Otros combustibles

            

            	
              9,2

            

            	
              9,2

            

            	
              8,3

            

            	
              7,8

            

            	
              9,3

            

            	
              8,5

            

            	
              9,9

            

            	
              9,9

            
          


          
            	
              Otro procesos industriales

            

            	
              10,3

            

            	
              9,2

            

            	
              10,6

            

            	
              9,9

            

            	
              11,0

            

            	
              11,0

            

            	
              10,4

            

            	
              9,3

            
          


          
            	
              Otros procesos agricultura

            

            	
              11,7

            

            	
              10,6

            

            	
              10,4

            

            	
              9,1

            

            	
              8,5

            

            	
              8,1

            

            	
              9,5

            

            	
              10,1

            
          


          
            	
              Otros

            

            	
              5

            

            	
              5,2

            

            	
              5,8

            

            	
              5,6

            

            	
              6,5

            

            	
              5,9

            

            	
              8,0

            

            	
              8,9

            
          

        
      


      


      * Incluye transporte marítimo y aviación internacional.


      Fuente: Eurostat (2018a y otros años).

    


    Por esa razón, se requiere el ejercicio de una dirección firme y de una estrategia geopolítica por parte de los líderes europeos y nacionales con capacidad para negociar con otros gobernantes internacionales y con las grandes compañías transnacionales de los sectores con mayor responsabilidad en las emisiones contaminantes. Si nadie puede «limpiar su patio», es decir, su territorio nacional o continental, sin que el resto de los vecinos proceda del mismo modo, tan importante es emprender actuaciones concretas en los ámbitos locales, nacionales y continentales, como esforzarse en desarrollar una capacidad negociadora que permita universalizar el logro de objetivos comunes a escala planetaria. De lo contrario, cualquier empeño unilateral por radicalizar más la aplicación de medidas y por acelerar los plazos en los que reducir las emisiones propias puede derivar en pretensiones voluntaristas que originen efectos indeseados de carácter económico y social, o que afecten a la oferta con la que garantizar el suministro energético; sin que, a la postre, resulten operativas para afrontar la envergadura que supone la corrección del cambio climático.


    En síntesis, el contenido de este primer capítulo propone considerar tres premisas que resultan básicas para el análisis del sistema eléctrico español:


    1. El comportamiento de un oligopolio privado se guía por un doble objetivo: obtener un sobrebeneficio merced a que su poder de mercado le permite establecer un mark-up en el precio (por encima del precio de competencia) y dar continuidad a los mecanismos que reproducen esa posición de poder.


    2. La electricidad es un producto fundamental de consumo, tanto final como productivo, cuyos rasgos singulares hacen que, siendo plenamente homogéneo, pueda generarse mediante tecnologías con costes y características muy diferentes y cuyo ciclo productivo-comercial presenta los atributos de un monopolio natural.


    3. El sistema eléctrico ocupa un lugar fundamental entre los ámbitos de actuación, que precisan una intensa transformación con el fin de revertir el calentamiento global del planeta mediante un conjunto poliédrico de actuaciones que han de tener un alcance mundial.


    
      
        [1] Entre ellos, destaca la creciente gama de fondos de inversión y de capital riesgo que movilizan el dinero de las grandes fortunas y de otros poseedores de ahorros. A ellos se suman los fondos soberanos (propiedad de ciertos estados), compañías de seguros y un sinfín de entidades deseosas de obtener rentabilidad a partir de la liquidez que manejan. Entidades todas ellas cuya existencia y actividades escapan en gran medida a las normativas nacionales y que, en ausencia de normas internacionales, operan «en la sombra», sin quedar sometidas a ningún tipo de regulación.

      


      
        [2] Con frecuencia se asocian las posiciones de los gobernantes chinos y estadounidenses, pero es preciso tener en cuenta dos diferencias considerables. La primera es la muy desigual responsabilidad histórica de los respectivos países en el crecimiento acumulativo del nivel de emisiones de GEI que ha conducido a la situación actual. En el intervalo de 1750 a 2016, tanto EEUU como Reino Unido han emitido el equivalente a 300 toneladas per cápita, mientras que la cifra de China, a pesar del espectacular aumento de las emisiones durante las dos últimas décadas, se sitúa en 50 Tm/persona. La segunda diferencia es que los gobernantes chinos sí aceptan las conclusiones de los científicos sobre el calentamiento global y apoyan los acuerdos internacionales, si bien supeditan su cumplimiento a una estrategia nacional según la cual durante bastante tiempo seguirán necesitando que una parte de la electricidad proceda de sus plantas de carbón, a pesar del descomunal esfuerzo que vienen realizando en el impulso de las energías renovables.

      


      
        [3] William Nordhaus, reciente premio Nobel en Economía (2018), ha sugerido que los países más comprometidos con los Acuerdos de París podrían aplicar tarifas comerciales contra los países que incumplen esos acuerdos; si bien la viabilidad de tal medida palidece al considerar que entre los países que deberían ser discriminados están Estados Unidos y China, precisamente las dos mayores potencias comerciales. Otras propuestas apuntan a distintas medidas de discriminación negativa que podrían adoptarse a través de las relaciones internacionales con los países que eluden esos compromisos.

      


      
        [4] No obstante, ha de tenerse en cuenta que los acuerdos de Kioto permitían que los países cuyo nivel de desarrollo fuera menor que el de las principales potencias industriales y su demografía fuese alta podrían incrementar durante un tiempo sus emisiones.

      


      
        [5] Las centrales de carbón son las responsables de casi dos terceras partes de las emisiones de GEI provocadas por la generación de electricidad, correspondiendo cerca del 20% a las centrales de ciclo combinado y otro 15% a la cogeneración –que mayoritariamente utiliza también gas natural como combustible.
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